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Bogotá D.C, dieciséis (16) de noviembre de dos mil veintidós (2022)  
 

 
 

A N T E C E D E N T E S: 
 

Procede el despacho a desatar la acción de tutela instaurada por 

RINSON RENTERIA GAMBOA en contra de la UNIDAD PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS a fin de que se le 

ampare su derecho fundamental de petición.  
 

 Entre otros se citaron los siguientes hechos: 

 
 Manifiesta el tutelante que, la Defensoría del Pueblo a través 

de la gestión directa con radicado 20226005014165201 de 

fecha 19 de octubre de 2022, interpuso derecho de petición 
solicitando se diera contestación de fondo a la solicitud de 

indemnización, notificación de Resolución y/o resultado del 
método técnico de priorización para la presente vigencia fiscal 

y que se genere activación del procedimiento de medición de 
carencias para la activación de atención humanitaria. 

 Informa el actor que, con el derecho de petición acompaño 
certificación de pérdida de capacidad laboral y ocupacional 

con vigencia del 2021, para poder ingresar a la ruta prioritaria 
y tener su caso en consideración para el pago urgente de la 

indemnización administrativa. 
 Finalmente indica que, a la fecha no se ha tenido respuesta 

de la Unidad de Víctimas. 
 

P R E T E N S I O N   D E L     A C C I O N A N T E 

 

“PRIMERA: Con el fin de garantizar restablecer mi derecho fundamental 
de petición, respetuosamente solicito al Juez de la República, el ordenar 

a la Unidad de Administrativa para la Atención y Reparación Integral a las 
Victimas ubicada en la Carrera 85D No. 46ª-65 Complejo Logístico de San 

Cayetano de la ciudad de Bogotá, que en el término máximo de (48) 
Cuarenta y Ocho Horas, contado a partir de la Notificación del fallo de 

primera instancia, proceda a resolver de fondo el derecho de petición 
radicado por la Defensoría del Pueblo con fecha de radicado 19 de octubre 

de 2022, y número de radicado 20226005014165201.  
 

SEGUNDA: En subsidio de lo anterior, respetuosamente solicito al Juez 
de la República, el ordenar todo lo que el despacho considere pertinente 
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para garantizar el restablecimiento de mi derecho fundamental de 

Petición.”. 
 

C O N T E S T A C I O N    A L    A M P A R O 
 

DEFENSORIA DEL PUEBLO, conforme lo ordenado en el auto 

admisorio, procedió a descorrer el traslado de la presente acción, a través 
de MAURICIO ALBERTO POLO CASTELLANOS, obrando en calidad de 

Profesional Especializado responsable (FA) del Centro de Atención al 
Ciudadano, quien manifiesta que: 

 
Revisados los Sistemas de Información Institucional se verificó que el 

señor RINSON RENTERIA GAMBOA, acudió al Centro de Atención al 
Ciudadano de la Defensoría del Pueblo – Regional Bogotá, requiriendo 

asesoría en relación con la SOLICITUD DE ATENCIONES HUMANITARIAS 
Y PAGO DE LA INDEMNIZACION COMO VICTIMA DE DESPLAZAMIENTO 

FORZADO. 
 

Para atender el caso se asignó a la doctora KAREN CASTILLA AGUILAR, 
Profesional Universitario Grado 14, quien luego de verificar el caso 

consideró procedente elaborar y remitir con destino a la accionada 

solicitud de atención humanitaria e información del pago de la 
indemnización. 

 
Al no obtener respuesta a las pretensiones de las gestiones directas 

ciudadano fue remitido con defensor público del área de derecho 
administrativo quien determino la necesidad de elaborar la acción de 

tutela que hoy nos ocupa. 
 

Así las cosas, se presenta el informe requerido y solicita la 
desvinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Bogotá dentro del 

presente trámite de la tutela, en razón que solo actúa como un medio de 
orientación y colaboración al ciudadano accionante de esta tutela, 

quedando en todo caso atentos a cualquier requerimiento. 
 

UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS, conforme lo ordenado en el auto admisorio, procedió a 
descorrer el traslado de la presente acción, a través de VANESSA LEMA 

ALMARIO, obrando en calidad de Representante Judicial de la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas, quien manifiesta que: 
 

Para el caso de RINSON RENTERIA GAMBOA, se encuentra incluido en 
dicho registro por el hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO-

SIPOD. 407704; LEY 387 DE 1997 - como fue corroborado en las 
herramientas administrativas de la Unidad. 

 
A través de la comunicación LEX 7022184 se informó sobre lo solicitado 

en el derecho de petición incoado por la accionante. 
 

En el caso concreto de RINSON RENTERIA GAMBOA en el cual 

manifiesta que se le entregue la atención humanitaria que, posterior a 
realizársele el estudio de medición de carencias junto con su hogar se 

expidió la RESOLUCIÓN No. 0600120223739343 de 2022 por medio de la 
cual se determinó en su parte resolutiva: SUSPENDER DEFINITIVAMENTE 

LA ENTREGA DE LOS COMPONENTES DE LA ATENCIÓN HUMANITARIA por 
las razones expuestas en la parte motiva de dicha resolución. Dicha 

decisión fue NOTIFICADA ELECTRÓNICAMENTE EL 3 DE SEPTIEMBRE DE 
2020. 



 

Contra la presente resolución procedían los recursos de reposición y/o 
apelación ante el (la) Director(a) Técnico(a) de Gestión Social y 

Humanitaria, los cuales deberán presentarse por escrito dentro del 
término de un (1) mes, siguiente a la notificación de la decisión de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 2.2.6.5.5.11 del Decreto 1084 

de 2015 y teniendo en cuenta las circunstancias de vulnerabilidad que 
implica el desplazamiento forzado y en virtud del principio pro personae, 

es necesario garantizar a las víctimas de desplazamiento forzado un 
término adecuado y razonable para ejercer el derecho a controvertir los 

actos administrativos relativos a la atención humanitaria y la superación 
de la situación de vulnerabilidad. Si no hizo uso de dichos recursos, la 

decisión queda en firme. 
 

En tal sentido, la entidad no se encuentra ante una situación de 
supuesta vulneración o amenaza de derechos fundamentales, pues, tal 

como se ha indicado al Despacho, la Unidad para las Víctimas a 
adelantado todas las actuaciones administrativas a fin de dar respuesta 

de fondo a lo solicitado por el/la accionante; no ha comportado una 
omisión en su obligación legal de garantizar los derechos fundamentales 

de la parte actora, por el contrario desplegó, conforme lo preceptuado en 

el Decreto 1084 de 2015, las acciones y procedimientos técnicos y 
administrativos que aseguran al tutelante el acceso a las medidas de 

asistencia, atención y reparación contempladas en la Ley 1448 de 2011. 
 

Conforme con lo establecido en el artículo 2.2.6.5.5.10 del Decreto 
1084 de 2015, las siguientes son las causales para la suspensión de la 

atención humanitaria: 
 

1. Cuando a través del proceso de identificación de carencias se pueda 
evidenciar que el hogar tiene garantizados los componentes de 

alojamiento temporal y alimentación de su subsistencia mínima, ya 
sea porque así lo manifestaron directamente a la Unidad para la 

Víctimas o porque está a través de alguna fuente de información, 
instrumento de caracterización o registros administrativos, logró 

conocer las carencias actuales del hogar. 

2. Cuando a través del proceso de identificación de carencias se 
pueda determinar que el hogar cuenta con fuentes de ingresos, o a 

accedió a programas que contribuyan a suplir los componentes de 
alojamiento temporal y alimentación de su subsistencia mínima. 

Para determinar cuándo las capacidades del hogar son suficientes 
para garantizar o complementar su subsistencia mínima, se tiene en 

cuenta la formación académica de capital humano respecto de 
pregrados, posgrado o la participación en programas sociales de la 

oferta de generación de ingresos o que aportan al auto 
sostenimiento del hogar, con posterioridad al desplazamiento. 

3. Cuando a través del proceso de identificación de carencias se 
pueda concluir que, de existir carencias, estas no guardan una 

relación de causalidad directa con el desplazamiento. Esto se podrá 
determinar de varias formas: (i) la consulta con registros 

administrativos que permitan identificar que con posterioridad a la 

ocurrencia del desplazamiento, el hogar logró su estabilización socio 
económica o que contó con los ingresos suficientes para garantizarse 

al menos los componentes de alojamiento temporal y alimentación, 
(ii) la consulta con registros administrativos que permitan identificar 

que con posterioridad al desplazamiento, el hogar participó en oferta 
social relevante para el auto sostenimiento o la formación de 

capacidades que le brindaron que permitieron afrontar y para 
garantizar los mínimos de subsistencia por sus propios medios , y 



(iii) la identificación de hogares que no se encuentran en situación 

de extrema urgencia y vulnerabilidad y su desplazamiento ocurrió 
en un periodo de 10 o más años. 

4. Cuando existan actos administrativos debidamente 
ejecutoriados relacionados con la superación de carencias en la 

subsistencia mínima o la superación de la situación de vulnerabilidad 

del hogar. 
5. 5.Cuando el hogar manifiesta libremente que no tiene 

carencias en la subsistencia mínima o que ha superado su situación 
de vulnerabilidad. 

 
La atención humanitaria es una medida de socorro orientada a mitigar 

carencias en los componentes de alojamiento temporal y alimentación de 
la subsistencia mínima asociada al desplazamiento. Cuando de existir 

carencias, se pueda determinar a partir del procedimiento para 
identificación de carencias, que estas no guardan ninguna relación de 

causalidad directa con el hecho del desplazamiento (numeral 3 del artículo 
2.2.6.5.5.10 del Decreto 1084/15), la acción del gobierno nacional debe 

estar dirigida a activar la oferta social pertinente para promover el 
empleo, el emprendimiento, el autosostenimiento, la formación de 

capacidades o los subsidios. Ante estos casos, la atención humanitaria no 

es una medida procedente toda vez que ya se ha perdido su ámbito de 
aplicación y esta no debe ser entendida como parte de las soluciones 

duraderas. 
 

Frente a la solicitud de INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA realizada 
por la accionante, fue atendida de fondo por medio la RESOLUCIÓN No. 

04102019-121481 - DEL 14 DE DICIEMBRE DE 2019; en la que se decidió 
en su favor (i) reconocer la medida de indemnización administrativa por 

el hecho victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO-, y (ii) aplicar el 
“Método Técnico de Priorización” con el fin de disponer el orden de la 

entrega de la indemnización. 
 

Contra la resolución procedían los recursos de REPOSICIÓN ante la 
Dirección Técnica de Reparación y en subsidio el de APELACIÓN ante la 

Oficina Asesora Jurídica de la Unidad para las Víctimas. 

 
Lo anterior, teniendo en cuenta que en este caso no se acreditó una 

situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad de las 
establecidas en el ARTÍCULO 4 DE LA RESOLUCIÓN 1049 DE 2019 Y 

PRIMERO DE LA RESOLUCIÓN 582 DE 2021, esto es: i) tener más de 68 
años de edad, o, ii) tener enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, 

catastrófico o de alto costo definidas como tales por el Ministerio de Salud 
y Protección Social, o iii) tener discapacidad que se certifique bajo los 

criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que 
establezca el Ministerio de Salud y Protección Social o la Superintendencia 

Nacional de Salud. 
 

De acuerdo con lo anterior, el 30 DE JUNIO DE 2020 y el 30 DE JULIO 
DE 2021, la Unidad para las Víctimas aplicó el Método Técnico de 

Priorización, con el propósito de determinar, de manera proporcional a los 

recursos presupuestales asignados a la Unidad para las Víctimas en el año 
2020 y 2021 respectivamente, el orden de entrega de la indemnización. 

 
Posteriormente, se le informo el resultado de la aplicación del método 

técnico de priorización indicado en la Resolución No. 1049 de 2019 y su 
anexo técnico, para los años 2020 y 2021 con el propósito de determinar, 

de manera proporcional a los recursos presupuestales asignados a la 
Unidad para las Víctimas el orden de entrega de la indemnización. 



 

Nuevamente se realizó el Método Técnico de Priorización en el caso 
particular de la accionante el 31 DE JULIO DE 2022, y la Unidad para las 

Víctimas informará su resultado. Si dicho resultado le permite acceder a 
la entrega de la indemnización administrativa en el año 2022, será 

citado(a) para efectos de materializar la entrega de los recursos 

económicos por concepto de la indemnización. Ahora bien, sí conforme a 
los resultados de la aplicación del Método no resulta viable el acceso a la 

medida de indemnización en 2022, la Unidad le informará las razones por 
las cuales no fue priorizado y la necesidad de aplicar nuevamente el 

Método para el año siguiente. 
 

No obstante, se aplicó nuevamente en la VIGENCIA 2022 y en oficio 
con fecha 11 DE OCTUBRE DE 2022, se le informo a RINSON RENTERIA 

GAMBOA el resultado de la aplicación del método técnico de priorización. 
 

Así las cosas, luego de haber efectuado este proceso técnico, se 
concluyó que, en atención a la disponibilidad presupuestal con la que 

cuenta la Unidad y al orden definido por la ponderación de cada una de 
las variables, NO es procedente materializar la entrega de la medida 

indemnizatoria a favor de RINSON RENTERIA GAMBOA, por el hecho 

victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO y, por tanto, no fue posible 
realizar el desembolso de la medida de indemnización en la presente 

vigencia 2022 en razón a la disponibilidad presupuestal. 
 

Ahora bien, conforme a los resultados de la aplicación del Método no 
resultó viable el acceso a la medida de indemnización en 2022, la Unidad 

informó a RINSON RENTERIA GAMBOA las razones por las cuales no fue 
priorizado y la necesidad de aplicar nuevamente el Método para el año 

siguiente, es decir, para el 31 DE JULIO DE 2023. 
 

Cabe resaltar que, si se llegase a contar con uno de los tres criterios de 
urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad contenidos en los artículos 

4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de la Resolución 582 de 26 de 
abril de 2021, podrá adjuntar en cualquier tiempo, la certificación y/o 

documentos necesarios con los requisitos establecidos, para priorizar la 

entrega de la medida. 
 

Por tanto, y teniendo en cuenta lo informado en la Resolución No. 
04102019-121481 - DEL 14 DE DICIEMBRE DE 2019, NO ES 

PROCEDENTE BRINDARLE UNA FECHA EXACTA PARA EL PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN NI CUANDO SE ENTREGARÁ LA CARTA CHEQUE, toda 

vez que nos encontramos agotando el debido proceso, respecto a la 
aplicación del método técnico de priorización. 

 
En el evento de tener ENFERMEDAD O DISCAPACIDAD, debe allegarse 

un certificado médico con los requisitos que exige la Circular 0009 de 
2017 expedida por la Superintendencia Nacional de Salud, ni con los 

requisitos establecidos en la Resolución No. 113 de 2020 expedida por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, normas que establecen las 

exigencias mínimas que debe contener un certificado médico para 

considerarse válido. 
 

Por otro lado, la aplicación del método técnico de priorización, como 
proceso técnico, implica el abordaje de una serie de gestiones que se 

realizan con el apoyo de la Red Nacional de Información, en primer lugar, 
relacionadas con la unificación de los datos y consultas administrativas en 

las fuentes de información con las que cuenta la Unidad, que permiten 
arrojar el resultado de la ponderación de las variables demográficas, 



socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el proceso 

de reparación integral, así como también, realizar las validaciones 
tendientes a establecer que la víctima no haya fallecido, que no se haya 

excluido del Registro Único de Víctimas o que el monto a reconocer no 
supere el máximo de los 40 SMLMV. De ahí que se requiera de un tiempo 

prudencial para llevar a cabo este procedimiento técnico, toda vez que, 

los listados ordinales que arroje, serán los que orienten la priorización que 
debe seguir la Entidad para el otorgamiento de la medida indemnizatoria 

en los casos que no cuentan con una situación de urgencia manifiesta o 
extrema vulnerabilidad, razón por la cual, no le es posible a la Unidad 

otorgar indistintas fechas de pago de la indemnización, pues esta depende 
de todo lo descrito hasta el momento. 

 
En ese orden de ideas, la Unidad no desconoce los derechos de la 

accionante, por el contrario, reconoció el derecho que tiene de ser 
indemnizada, sin embargo, la Unidad ha manifestado en varias escenarios 

su imposibilidad de indemnizar a todas las víctimas en un mismo 
momento, por lo que a través del procedimiento se adoptó́ un sistema 

mixto que permite tanto la atención inmediata de aquellas víctimas que 
se encuentran en extrema vulnerabilidad, como la atención de otras 

víctimas que no se encuentran en tales situaciones, pero son titulares del 

derecho a la reparación económica. 
 

Sea oportuno manifestar que, frente al presupuesto, la Unidad dispuso 
la suma de $263.921.172.196,40 para otorgar la medida de 

indemnización de las víctimas a quienes se les aplicó el Método Técnico 
de Priorización, lo cual corresponde al 28% del total de los recursos 

destinados para el pago de las indemnizaciones administrativas en el año 
2021 y con el que se logró indemnizar alrededor de 29.000 víctimas. 

 
Finalmente, solicita negar las pretensiones de la parte accionante, por 

haberse demostrado la ocurrencia de un hecho superado. 
 

T R A M I T E   P R O C E S A L 
 

 La mencionada acción fue admitida por auto del dos (2) de noviembre 
de 2022, en el que se ordenó la notificación a la entidad accionada y se 

le concedió el termino perentorio de dos (02) días, para que se pronuncie 

sobre los hechos sustento de la presente tutela.   
 

Se encuentra el presente asunto para decidir y a ello se procede, 
observándose que no se ha incurrido en causal de nulidad que invalide lo 

actuado, previas las siguientes, 
 

C O  N  S  I   D  E  R  A  C  I  O  N  E  S  : 
 

1.- Ha de partir el Despacho por admitir su competencia para conocer 
el presente asunto, conforme lo previsto en el artículo 37 del Decreto 

2591 de 1991 y artículo 8 del Decreto 306 de 1992. 
 

2.- La acción de tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 de la 
Constitución Política como un mecanismo para la protección inmediata de 

los derechos fundamentales de las personas, cuando los mismos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades o 

particulares en ciertos casos. 

 
La finalidad última de esta causa constitucional es lograr que el Estado, 

a través de un pronunciamiento judicial, restablezca el derecho 



fundamental conculcado o impida que la amenaza que sobre él se cierne 

se configure. 
 

3.- Se encuentra que las exigencias del petitum se centran en que se 
ordene al UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VÍCTIMAS, conteste de fondo el derecho de petición que radicó el 

19 de octubre de 2022. 

 

4.- El derecho de petición, se define como la facultad de presentar 
solicitudes respetuosas a las entidades públicas y privadas y de obtener 

respuesta oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado.  
 

Conforme lo ha resaltado la H. Corte Constitucional en Sentencia T-
487/17, es: 

 
 “a) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos 
respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 

nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; b) la respuesta 
oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico; c) la respuesta de fondo o contestación 

material, lo que supone que la autoridad entre en la materia propia 
de la solicitud, sobre la base de su competencia, refiriéndose de 

manera completa a todos los asuntos planteados (plena 
correspondencia entre la petición y la respuesta), excluyendo 
fórmulas evasivas o elusivas; y d) la pronta comunicación de lo 

decidido al peticionario, con independencia de que su sentido sea 
positivo o negativo.”  

 

En orden a lo anterior, la contestación plena es aquella que asegure 
que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido 

la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o 
no a sus intereses y en el caso que aquí nos ocupa, es evidente que con 

el comunicado del LEX 7022184 del 8 de noviembre de 2022, 
mediante correo electrónico, se le dio respuesta a su petición, en la cual 

le explican de manera clara, detallada y de fondo con los argumentos 
legales las razones por las que no se puede acceder a sus peticiones y los 

resultados del método técnico de priorización que se le practicaron en la 

vigencia de año 2022, sin que hasta el momento el accionante haya 
interpuesto recurso alguno.  

 
5.- Por tal razón, su prosperidad está condicionada a que, al momento 

del fallo, subsistan los motivos que dieron lugar a que se formulara la 
solicitud de protección, razón por la cual, si desaparecen tales supuestos 

de hecho, ya por haber cesado la conducta violatoria, o porque se superó 
la omisión que comportaba la vulneración del derecho, es claro que, en 

éstas hipótesis, ningún objeto tendría una determinación judicial de 
impartir una orden de tutela, “pues en el evento de adoptarse ésta, caería 

en el vacío por sustracción de materia” (T-033 de 1994). 
 

De allí que el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, establezca que: 
 

 “sí, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa 

o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, 
se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de la 

indemnización y de costas, si fueren procedente”. 

 
Siendo lo anterior así, como quiera que los móviles que impulsaron al 

accionante a impetrar la acción que nos ocupa fueron solucionados, por 
sustracción de materia, es innecesario, ordenar su protección por la vía 

de tutela, por ende es pertinente dar aplicación a la figura del HECHO 



SUPERADO tal y como lo establece la jurisprudencia nacional entre otras 

en Sentencia de Tutela No. 293 de 2014, siendo Magistrado Ponente el 
Dr. NILSON PINILLA PINILLA donde retoma los argumentos de la 

Sentencia SU- 540 de 2007, siendo Magistrado Ponente el Dr. ALVARO 
TAFUR GALVIS que  precisa: 

 
“Esta Corporación, al interpretar el contenido y alcance del artículo 86 
de la Constitución Política, en forma reiterada ha señalado que el 

objetivo de la acción de tutela se circunscribe a la protección 
inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando estos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente 
consagrados en la ley. 

 
 Así las cosas, se tiene que el propósito de la tutela, como lo establece 

el mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manera 
expedita, administre justicia en el caso concreto, profiriendo las 
órdenes que considere pertinentes a la autoridad pública o al 

particular que con sus acciones han amenazado o vulnerado derechos 
fundamentales y procurar así la defensa actual y cierta de los mismos. 

 
 No obstante, cuando la situación de hecho que causa la supuesta 

amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se 
encuentra superada, la acción de tutela pierde toda razón de ser como 
mecanismo más apropiado y expedito de protección judicial, por 

cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso 
concreto resultaría a todas luces inocua, y por consiguiente contraria 

al objetivo constitucionalmente previsto para esta acción.” 

 

Por último, es importante indicarle a la accionada que, el Juez 

Constitucional no puede irrumpir en la esfera de los trámites ordinarios 
para sustraer competencias que ni la Constitución, ni la legislación le han 

conferido, pues el amparo constitucional solo es dable ante la amenaza 
inminente de derechos fundamentales, razón por la cual no hay lugar a 

acceder a tales pretensiones, en tanto la acción de tutela no es un medio 
para sustituir los procedimientos respectivos o alterar competencias de 

las entidades, pues al interior de este asunto no se demostró la afectación 
de derecho fundamental alguno, así como tampoco se probó un perjuicio 

irremediable ocasionado por la entidad accionada, que requiera de la 
actuación de esta Administradora de Justicia. 

 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO TREINTA Y UNO DE 

FAMILIA DE BOGOTÁ, D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN 
NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

R E S U EL V E: 
 

PRIMERO: NO TUTELAR POR TENER COMO HECHO SUPERADO el 

derecho de PETICION impetrado por RINSON RENTERIA GAMBOA 
en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. 
 

SEGUNDO: Comuníquesele a las partes, en forma rápida y por el medio 
más expedito, de conformidad a lo consagrado en el Art.16 del Decreto 

2591 de 1991. 
 

TERCERO: Si este fallo no es impugnado envíese a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 

 

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE, 
LA JUEZ; 

YPEM 
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